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Así como la Unidad de Igual de Género que preside la Magistrada Refugio Bobadilla, saludando también a la Magistrada Susana y a todas las mujeres y hombres que nos acompañan.
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I.- Introducción:

Entre los derechos fundamentales consagrados por la Carta Magna Federal mexicana se reconoce el derecho de igualdad. Dentro de las diversas manifestaciones de tal derecho tenemos el derecho de igualdad de género, como un valor superior que encabeza la lista de derechos que tanto la Ley suprema como los instrumentos internacionales garantizan a los habitantes en el Estado mexicano. A pesar del  reconocimiento constitucional si bien implícito no expreso, y del reconocimiento convencional a través de diversos instrumentos internacionales entre ellos la Convención CEDAW
, lo cierto es que la igualdad ante la ley entre hombres y mujeres, y la erradicación de cualquier tipo de discriminación por razón de sexo no se ha logrado en nuestra sociedad, temas como el aborto no tienen una regulación jurídica uniforme en el territorio nacional ni existe una línea jurisprudencial definida en torno a este tema por el máximo intérprete de la Constitución en México, inclusive como afirmaba el maestro CARPIZO “el aborto se practica sin marco normativo lo cual se sabe y se consiente, con los consiguientes efectos negativos para la salud de las mujeres” 
.   Por ello, resulta necesario seguir avanzando para hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en México, a fin de acortar la brecha entre la igualdad legal y la igualdad real de las mujeres, pues como acertadamente postula LASALLE “de nada sirve lo que se escriba en una hoja de papel, si no se ajusta a la realidad, a los factores reales y efectivos de poder”. El Estado debe garantizar políticas públicas orientadas a superar la discriminación y proteger la igualdad de género en todos los ámbitos, a fin de respetar y dar vida a nuestra Constitución y la normativa internacional, para que tal normativa no quede como un catalogo de buenas intenciones. Es importantísimo empoderar a las mujeres a fin de que participen plenamente en todos los sectores y en todos los niveles de la actividad económica y gubernamental del Estado, el empoderamiento de las mujeres en la vida electoral del país como una razón de concretizar derechos fundamentales de naturaleza política. Por consiguiente la finalidad de este artículo, no es otra que analizar los retos que plantean los derechos humanos de la mujer, como un elemento clave de la democracia y del avance de la sociedad a estados civilizados, para lograr la efectividad plena de sus derechos salvaguardados constitucional y convencionalmente. También como un avance desde el punto de vista sociológico, dado que una sociedad que no garantice un pleno desarrollo a sus mujeres desde un punto de igualdad entre genero es una sociedad que bien podría ser catalogada como antidemocrática, pues el derecho de equidad de género, es un derecho fundamental, la igualdad es un asunto que atañe a ambos sexos contribuyendo al bienestar social, donde la coexistencia entre ambos sexos se efectúe en condiciones de igualdad. Lo ideal es que en una sociedad igualitaria no existan acciones positivas de discriminación para favorecer un género pues la justificación de estas acciones se dan por la falta de igualdad. Precisamente esa desigualdad en México del acceso de la mujer a puestos de elección popular justifican la cuotas de género que se imponen a los partidos políticos tanto por la Ley como por la jurisprudencia, porque hasta la actualidad no se ha logrado superar esa barrera, el día que como sociedad se logre la igualdad real, material y jurídica de participación de la mujer en la vida pública del país tales acciones positivas no tendrán razón de ser, mientras tanto son totalmente justificables las cuotas de género impuestas a los partidos políticos, sin embargo también debemos reconocer que por sí solas dichas cuotas no garantizan la participación plena e independiente de la mujer, porque finalmente las mujeres que acceden al poder y participan en la vida política del país viven rehenes de propios partidos políticos que en la práctica determinan su actuaciones, por ello lo ideal del empoderamiento de las mujeres en la decisiones transcendentales para el país conlleva el mejoramiento de su perfil a través de su preparación, autonomía, capacidad, liderazgo y por representar los ideales de la sociedad que la elige, pues bien estas y otras reflexiones quiero compartir con ustedes.
II. Los derechos de la Mujer como parte fundamental del Estado Constitucional Democrático de Derecho
El siglo XIX fue la época de fortaleza del parlamento y de la prevalencia del Estado de legalidad, este nuevo siglo se ha caracterizado por el posicionamiento de la Justicia Constitucional, cuyos componentes se vienen perfilando a partir de la instauración del Estado Constitucional democrático de derecho. Esta transformación implica concebir la Constitución y los Tratados Internacionales ratificados por México, como un bloque de constitucionalidad, como un centro en el que todo converger, espacio en el que lo importante no es sólo la ejecución de la Constitución o instrumentos internacionales, sino la realización práctica de dichas normativas a través de controles efectivos depositados en manos de la jurisdicción nacional e internacional
. El Estado Constitucional democrático de derecho implica no sólo el reconocimiento de la supremacía de la Constitución, sino de la maximización de derechos humanos contenidos en la normativa de fuente internacional pero que conforma el derecho interno, además conlleva un sistema democrático de alternancia en el poder y como parte del fortalecimiento de la democracia la participación activa de las mujeres como expresión del derecho fundamental a ser votado y como un constante llamado a los gobiernos a respetar y poner en práctica los compromisos adquiridos constitucional y convencionalmente. 

México no es ajeno a este movimiento garantista, por el contrario su ingería constitucional sigue trabajando en el diseño de su justicia constitucional interna, incorporando mecanismos de control interno e internacionales que permitan el fortalecimiento de su Estado Constitucional y democrático de derecho, tal es así que el 10 de junio del 2011 reformó el artículo 1 de la Constitución Federal a fin de maximizar los derechos fundamentales y potencializar la aplicación de los convenios y tratados internacionales, con la finalidad de lograr una armonía entre la normativa interna y la internacional evitando el rezago y desactualización de nuestras leyes respecto a las tendencias internacionales
.
Este modelo de justicia constitucional como elemento clave para la democracia mexicana, así como una forma de protección al justiciable del contenido que establece a su favor la Ley Suprema y los instrumentos internacionales repercuten en la concretización de los derechos humanos de las mujeres. Pues ciertamente  la Constitución Federal establece la igualdad ante la ley, lo que podemos interpretar como una igualdad formal de hombres y mujeres ante la ley,  prohibiendo toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. Lo cierto es, que tal como afirma Rodríguez Cobos, “las desigualdades de género siguen presentes en nuestra sociedad y parecen heredarse de generación en generación. Ciertamente se han dado pasos hacia la plena igualdad pero el camino que queda por recorrer aún es largo y difícil debido a que el alcanzar dicha igualdad depende a su vez de otros factores sociales, económicos y culturales”
. 
La desigualdad de género como una cuestión de raigambre cultura en México, se propicia por ciertos estereotipos que insisten en clasificar al hombre y a la mujer como dos seres desiguales en papeles, roles, características y funciones, de tal forma que asociamos a las mujeres con labores del hogar y asumiendo un papel laboral secundario, sujeto a los requerimientos de un hombre, existiendo una total ausencia de políticas públicas que permitan a la mujer una conciliación entre su vida familiar y laboral. Desde un punto de vista biológico sí es posible distinguir entre dos sexos, pero cuando distinguimos entre ambos de forma psicosocial estamos cayendo en la discriminación por género
. Vulnerando por tanto un derecho fundamental, a sabiendas que los derechos fundamentales constituyen la principal garantía con la que cuentan los ciudadanos en un Estado Constitucional y Democrático de Derecho. El Estado debe velar por la protección de los derechos fundamentales; entre ellos el derecho a la igualdad entre géneros, los derechos fundamentales tienen un efecto absoluto no sólo frente a las autoridades sino también poseen una eficacia horizontal en la esfera privada o en relación a un tercero (como dice la doctrina alemana efecto Drittwirkung der Grundrechte), esa supremacía de los derechos fundamentales hace necesaria que la actuación de los poderes públicos se encamine  a promover las condiciones para que la libertad y la igualdad entre géneros sea real y efectiva, removiendo obstáculos que impidan o dificulten su plenitud
. En tal contexto los derechos de la mujer son parte de esa amalgama de derechos que un Estado Constitucional y Democrático está obligado a proteger y maximizar, pues un Estado que no garantiza tal protección no puede asumir dicha denominación. Por ello, es importante que en México no sólo se trabaje desde el punto de vista normativo, sino también sociológico a fin de promover y garantizar la equidad de género en todos los ámbitos, pero no como una cuestión feminista sino como un derecho constitucional y convencional  que el Estado está obligado a salvaguardar,  porque no olvidemos que los tratados son normativa interna, forman parte del bloque constitucional, el cual está compuesto por aquellas normas y principios que sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a pesar de que a veces puedan contener mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado constitucional en stricto sensu. Ciertamente el principio de aplicación directa de los derechos fundamentales implica que su eficacia es independiente de la existencia de una ley secundaria que los reglamente, pues son derechos que deben ser reconocidos por toda autoridad y particulares, adquieren valor jurídico de la propia constitución y de los instrumentos internacionales, por tanto son de aplicación directa a fin de cumplir con la fuerza normativa de la constitución que no puede ser quebrantada ni por acción ni omisión
.
III.- Lineamientos Internacionales sobre Equidad de Género en México.
Tal como lo venimos afirmando en líneas precedentes, el derecho a la igualdad es uno de los derechos fundamentales reconocidos en todos los instrumentos normativos internacionales que desarrollan los derechos humanos. Con la reforma operada al artículo primero de la Constitución Federal (10 de junio 2011), existe un reconocimiento expreso a la vigencia de los derechos humanos de fuente internacional, estableciéndose un bloque constitucional de protección a los derechos de las mujeres, sin que ningún poder o autoridad tenga posibilidades de restringirlos o suspenderlos, por el contrario, son parte del ordenamiento interno, por tanto, debe velarse por su obligatoriedad y efectividad practica. 
Así tenemos que los instrumentos y convenciones internacionales de los cuales forma parte el Estado Mexicano son entre otros; la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1952), la Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer Matrimonio y Registro de Matrimonios (1962), Convención sobre Igual Remuneración (1953), Convención sobre Protección de la Maternidad, (1955), Convención sobre la Discriminación en el Empleo y la Ocupación (1960), Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW 1981), Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1990), Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (1993). Por su parte, la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer de Naciones Unidas reconoce el derecho de las mujeres a: a) Votar en todas las elecciones en igualdad de condiciones con los hombres, sin discriminación alguna; b) Ser elegibles para todos los organismos públicos electivos establecidos por la legislación nacional en condiciones de igualdad con los hombres, sin discriminación, y c) Ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones establecidas por la legislación nacional, en igualdad de condiciones con los hombres, sin discriminación alguna.
Todos estos y otros instrumentos internacionales representan un mosaico de derechos en beneficio de las mujeres, es un entramado normativo que permite la protección de la calidad de vida de las mujeres, particularmente la CEDAW, es un logro muy importante. Ello en virtud de que este tratado, que representa una especie de Carta Magna de los derechos humanos de la mujer, pues define la discriminación contra la mujer como “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto y por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”
. Por conclusión de este epígrafe, diremos que, con independencia de la legislación local, las disposiciones de fuente internacional deberán aplicarse por la autoridad mexicana competente a fin de maximizar los derechos de las mujeres en el ámbito nacional.
IV.- Los Derechos de la mujer susceptibles de ser controlados por los órganos jurisdiccionales.
Conforme los artículos primero y cuarto Ley Suprema Federal, entendemos que el varón y la mujer son iguales ante la ley, esto implica que se otorgue a la mujer los medios apropiados para la realización práctica del principio de igualdad. Ciertamente como afirmó el doctor Carpizo: “La igualdad del varón y de la mujer ante la ley si bien se deduce del artículo primero, el constituyente lo considero de especial importancia que lo consagro expresamente en el artículo cuarto por dos razones; a) Por la desigualdad que históricamente ha sufrido la mujer y b) Para evitar duda alguna o interpretaciones incorrectas”
.

En efecto, ninguna mujer puede ser discriminada por su género, no cabe distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio pleno por las mujeres, independientemente de su estado civil, partiendo de la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en cualquier ámbito. Se deberá garantizar el respeto a la dignidad de las mujeres y su integridad tanto física como psicológica. Esta igualdad formal, que otorga la Constitución debe acompañarse de una igualdad real en las políticas del gobierno federal y estatal, en las que se incentive y bonifique a las empresas que promuevan la contratación indefinida de mujeres en sectores donde se encuentren menos representadas, es decir, incentivar contratos para que las mujeres puedan prestar servicios en ocupaciones con menor índice de empleo femenino, pues el derecho constitucional a la igualdad conlleva facilitar a las mujeres que  deseen ejercer,  facilidades en trabajos tradicionalmente masculinos,  accediendo a profesiones u oficios en las que se encuentran sub-representadas.

De igual forma, la protección constitucional que la Ley Suprema Federal otorga a las mujeres conlleva el derecho social a la salud, tal derecho obliga a las autoridades a propiciar para las mujeres condiciones en las cuales puedan tener una vida saludable, un estado de bienestar, físico, psíquico y social completo. El Estado deberá proporcionar a la mujer y a su producto atención médica gratuita durante el embarazo y el alumbramiento, este derecho constitucional implica una atención de calidad, revisiones periódicas y necesarias para que el producto llegue a buen fin, proveerla de medicinas y especialistas adecuados para el ejercicio pleno de tal derecho, ello implica por ejemplo, proporcionar el medicamento necesario para atender enfermedades especificas de la mujer como el tratamiento para el cáncer de mamas, cuya patología no se encuentra en la canasta básica de medicamentos que cubren la sanidad. Además, se debe otorgar a las mujeres asesoramiento y los medios para tomar sus decisiones de planificación familiar y demás información que requieran para desarrollar su maternidad. Esta protección sanitaria esta correlacionada con otro derecho social como lo es, conocer la información genómica personal y sus vínculos biológicos de parentesco e investigación biomédica orientada a aliviar sus enfermedades y mejorar la salud, que se le facilite los elementos científicos necesarios para que sus hijos puedan conocer sus vínculos biológicos de parentesco, tal derecho cobra efectividad sobre todo para la realización de la prueba de paternidad, probanza que es decisiva en el resultado de algunos juicios (paternidad, custodia, alimentos etc). Es decir, en resumen, un catalogo enunciativo de los derechos de la mujer derivados de la normativa interna o internacional
 sería el siguiente:
DERECHO DE IGUALDAD 

El varón y la mujer son iguales ante la ley, este derecho implica que se otorgue a la mujer los medios apropiados para la realización práctica del principio de igualdad. 
DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO 

Ninguna mujer puede ser discriminada por su condición de mujer bajo ninguna circunstancia, por consiguiente no cabe distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, partiendo de la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
DERECHO A SU DIGNIDAD E INTEGRIDAD
Se deberá garantizar el respeto a la dignidad de las mujeres y su integridad tanto física como psicológica, así como a su intimidad, confidencialidad y desarrollo personal, este derecho conlleva la protección de la dignidad e intimidad de la mujer víctima de la violencia de género.
DERECHO AL MATRIMONIO Y FAMILIA

Tal derecho implica celebrar el matrimonio únicamente con pleno consentimiento, libertad para elegir a la pareja, igualdad de derechos y responsabilidades    durante el matrimonio y al momento de su disolución. A decidir libremente el número y esparcimiento de sus hijos, igualdad de derechos y responsabilidades respecto a la custodia o adopción de los hijos. Igualdad de derechos respecto a la titularidad de la propiedad, la administración y disposición de la propiedad conyugal. A participar como heredero en la sucesión de sus ascendientes, descendientes y cónyuge. A que sus hijos tengan un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, afectivo, moral y social, y a que el Estado facilite los elementos científicos necesarios para que sus hijos puedan conocer sus vínculos biológicos de parentesco.
DERECHO DE PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD Y LIBRE PROCREACIÓN
Todas las mujeres tienen derecho a decidir de manera libre el número de hijos que desee tener, el intervalo entre los nacimientos de sus hijos y demás información que requieran para desarrollar su maternidad. El Estado deberá proporcionarle atención médica gratuita durante el embarazo y el alumbramiento; así como asesoramiento y los medios para tomar sus decisiones de planificación familiar. Tal como lo afirma acertadamente la Corte Constitucional Colombiana; “Las mujeres no son un instrumento reproductivo para la raza humana, sino que hay que garantizarles respeto como seres independientes de su propio destino”
. Por tanto la mujer posee el derecho fundamental de autodeterminación de su cuerpo, tal derecho de autoderminación conlleva la libertad de decidir continuar con un embarazo no deseado o decidir libremente la interrupción del embarazo hasta las doce semanas de gestación mediante un aborto seguro en instituciones públicas de sanidad, pues su derecho humano de libre procreación implica ejercer el control de decidir libremente y de manera responsable sobre las cuestiones relativas a su sexualidad, incluyendo la salud sexual y reproductiva, libre de coerción, discriminación y violencia.   
DERECHO A LA SALUD

El derecho a la salud obliga al Estado a propiciar a las mujeres condiciones en las cuales pueda vivir lo más saludablemente posible a fin de lograr un estado de bienestar físico, psíquico y social completo. Esas condiciones comprenden la igualdad en el acceso a los servicios de salud, condiciones de trabajo saludables y seguras, alimentos nutritivos y de calidad. Disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad en los servicios médicos que se reciban, así como la generación de políticas institucionales de prevención y atención de enfermedades típicas de las mujeres como el cáncer cervico uterino o de mamas. Asimismo, implica conocer la información genómica personal y sus vínculos biológicos de parentesco e investigación biomédica orientada aliviar sus enfermedades y mejorar la salud. Además, conlleva a que sus hijos crezcan y se desarrollen en un ambiente saludable.
DERECHO A LA EDUCACIÓN

Este derecho de las mujeres a la educación implica igualdad de oportunidades en todos los niveles, desde los años pre-escolares hasta la educación superior, acceso a las mismas facilidades, equipos, maestros, exámenes, becas y subvenciones disponibles a los hombres, remoción de los estereotipos a través de la coeducación y revisión de los materiales utilizados para el aprendizaje/enseñanza. Derecho a contar con programas diseñados a reducir la brecha que existe entre los géneros sexuales en la educación o para disminuir la tasa de abandono femenino de los estudios, así como la participación en deportes y en actividades culturales. Este derecho se extiende al ámbito de la investigación y desarrollo científico.
DERECHO A UN AMBIENTE SANO 

A disfrutar de un ambiente sano, que mantenga el equilibrio ecológico, con medidas que prevengan la contaminación ambiental a fin de que pueda aprovecharse de forma sustentable la fauna, la flora, la tierra y el agua de manera racional, propiciando un entorno natural que mejore su calidad de vida.
DERECHO A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA
A tener una vida libre de violencia, por consiguiente, el Estado deberá dictar medidas prevención y combate al Feminicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer en todas sus modalidades como son; física, económica, psicológica o emocional y sexual. Éstas pueden presentarse tanto en el ámbito privado como público. Cualquier mujer que sea agredida tiene derecho de recibir una asistencia integral y acompañamiento por parte de los operadores de justicia para la búsqueda y aplicación de la ley contra su agresor. Por consiguiente, este derecho implica que en caso de ser víctima de una situación de violencia de género, se tiene a su vez el derecho a formular denuncia, a solicitar una orden de protección,  a ser parte en el procedimiento penal, al derecho a la restitución de la cosa y a la reparación del daño e indemnización del perjuicio causado, al derecho a recibir información sobre las actuaciones judiciales, el acceso a Informar al Ministerio Público de la existencia de indicios de que está siendo víctima de violencia de género, al derecho a la protección de la dignidad e intimidad de la víctima y, al derecho a la sentencia que establezca la responsabilidad del agresor.

DERECHO A LA VIVIENDA
Este derecho implica que las mujeres puedan acceder a un lugar de refugio para protegerse, resguardarse de las inclemencias del tiempo, preservar su intimidad, y contar con un lugar de asentamiento, además tal espacio deberá contar con las mínimas condiciones sanitarias para preservar su salud, como son: provisión de agua potable, luz y servicios de alcantarillado, todos ellos indispensables para disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Poder beneficiarse de los programas sociales de acceso a la vivienda mediante el alquiler o compra de la misma.

DERECHO A LA RESIDENCIA E INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO

El derecho que toda mujer tiene para escoger su lugar de residencia y domicilio, por virtud de este derecho se exige la intangibilidad e intimidad de aquellos recintos en los que desarrolla habitualmente su vida personal, protege a su vez su esfera a la intimidad y vida privada. Así como el derecho a la escolarización inmediata de sus hijos en su nuevo lugar de residencia.
DERECHO A LA NACIONALIDAD

Las mujeres tienen igualdad de derechos para la adquisición, cambio o retención de la nacionalidad, sin importar el matrimonio con un ciudadano extranjero, derecho a la determinación de la nacionalidad de los hijos. 

DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA

Debe garantizarse a la mujer poder participar en la vida política y pública mediante el derecho al voto pasivo y activo, a que se haga efectiva su postulación de puestos públicos de manera justa y equitativa inmiscuyéndose en la dirección de asuntos políticos, a poder elegir y ser elegida como militante de un partido político, a participar en los órganos de gobierno indígenas aplicando los usos y costumbres en condiciones de equidad. Este derecho a la participación política implica una constante participación en las políticas de gobierno con visión de alcanzar una intensa y consciente apertura de más espacios sanos y equitativos para todas las mujeres dentro de la sociedad.

DERECHO A LA ASISTENCIA SOCIAL INTEGRAL
A través de este derecho se hace posible que las mujeres reciban asesoramiento sobre las actuaciones que pueden emprender y sus derechos, conocer los servicios a los que pueden dirigirse para recabar asistencia material, médica, psicológica y social, acceder a los centros de protección y alojamiento (emergencia, resguardo  temporal, centros tutelados de protección a la mujer, etc.) en los que está garantizada su seguridad y cubiertas sus necesidades básicas,  recuperen su salud física y/o psicológica. A un sistema de seguridad social que garantice apoyo para guarderías de sus hijos en caso de jubilación, enfermedad, desempleo, invalidez y ancianidad, a poder obtener beneficios sociales para sus familiares.  
DERECHO A LA CULTURA Y CIENCIA  

A fin de que las mujeres puedan participar en la vida cultural del país gozando asimismo de los beneficios a la investigación científica, literaria y artística, etcétera, a la participación en actividades recreativas, de convivencia y en todos los aspectos de la vida cultural y a la promoción en la carrera científica del país mediante estímulos especiales que incentiven su empoderamiento.
DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA

El derecho a la tutela judicial efectiva implica el derecho de acceso al sistema judicial sin ningún tipo de obstáculos, a fin de obtener de los tribunales una resolución fundada, motivada y congruente, no permitiéndose ningún tipo de indefensión ni vulneración de derechos, evitando la autotutela de un derecho; así como a tener un juicio justo sin dilaciones indebidas con apoyo psico-social a lo largo de procedimientos judiciales que tengan relación con la situación de violencia, incluso para formular la denuncia; a que el conflicto sometido al conocimiento del órgano jurisdiccional sea juzgado con perspectiva de género
 y a la asistencia jurídica gratuita.

DERECHO A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD PERSONAL

Este derecho de libertad conlleva su autonomía de voluntad para elegir libremente la profesión y empleo, forma de vida, libertad en la elección de su pareja, libertad personal, por ende, toda mujer detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y, tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo legal y razonable o a ser puesta en libertad al no comprobarse su responsabilidad penal.
DERECHO AL TRABAJO
El derecho de la mujer al trabajo implica las mismas oportunidades de empleo disponibles a los hombres, el derecho a igual remuneración por trabajo de igual valor, es decir igualdad de salario para igual trabajo prestado en igualdad de condiciones, eficiencia y antigüedad, protección a la mujer trabajadora y regulación de las condiciones en que debe prestar sus servicios. No deben establecerse diferencias entre casadas y solteras en materia de trabajo, deben de tener igualdad de trato en el lugar de trabajo e igualdad de criterios para la evaluación, protección de la salud y seguridad personal, que incluya la protección contra trabajo perjudicial durante el embarazo. Este derecho conlleva la prohibición del despido en base al embarazo o al estado civil, licencia de maternidad que signifique descanso con goce de haberes y sin pérdida de rango o beneficios. Se debe proporcionar a la mujer un ambiente adecuado de trabajo evitando comportamiento de sometimiento de naturaleza sexual que produzca un contexto laboral negativo para una mujer trabajadora. A la mujer no se le debe exigir ningún trabajo que requiera esfuerzo que ponga en peligro su gravidez. La madre trabajadora gozará de un descanso forzoso antes y después del alumbramiento, durante la época de lactancia tendrá derecho a disponer de tiempo durante su jornada laboral para amamantar a su hijo, derecho a la reordenación del tiempo de trabajo, es decir, a organizar el horario de trabajo conforme a las necesidades de la trabajadora a través de la adaptación del horario, la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa o institución pública, contar con servicios sociales como apoyo a la combinación de las responsabilidades familiares y laborales.
Ciertamente los anteriores derechos descritos de forma enunciativa no limitativa, pueden ser protegidos por los órganos jurisdiccionales vía juicio de amparo o bien en cualquier juicio ordinario, realizando de oficio un control difuso de convencionalidad cuando el juzgador aprecie de oficio vulneración o menoscabos a tales derechos en perjuicio de la mujer y por ende de la dignidad humana.
¿Qué política pública de inclusión y de empoderamiento de la mujer seguiremos en el Estado de Durango?.

¿Cuánto del presupuesto se destina para alcanzar esta situación?. Nada o mínimamente, el presupuesto generalmente se va a capacitación o divulgación.

Por eso no es de extrañar que venga el Ejecutivo del país vecino Canadá y solicite velar por la inclusión de las mujeres como un tema de derechos fundamentales, porque percibe nuestra realidad.

“El éxito de cualquier sociedad depende de la participación completa de las mujeres en la vida política, económica y social”.
Erradicar todo tipo de violencia contra la mujer: política, laboral, sexual, económica, domestica, judicial, entre otras. Eliminar prejuicios. El protocolo contra la violencia política de la mujer que debemos observar las autoridades jurisdiccionales, muestra la realidad de la violencia en el país a la mujeres que participan en la política, acuñando frases como “las mujeres cargadas y en la cocina”, esta es la realidad y debemos cambiarla, porque se inhibe la participación de la mujer en la toma de decisiones.
Igualdad real y no simulada: hemos avanzado en norma la protección, en acciones afirmativas, aplicar no, cuotas de genero simulada.
Gracias por la invitación para estar con ustedes
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� El preámbulo de la CEDAW, claramente establece que se considera todo tipo de discriminación a la mujer como un problema estructural, que viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política social, económica y cultural de su país, constituyendo un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia, entorpeciendo el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad.
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� ZAGREBELSKY, Gustavo, el derecho dúctil: Ley, Derechos Justicia, 8ª  Edición,  Ed. Trotta,  Madrid,  2008. p. 14.


� Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 


Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 


Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 


 Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.


� RODRÍGUEZ COBOS, E.M.: La igualdad de género, en Contribuciones a las Ciencias Sociales, septiembre 2009, � HYPERLINK "http://www.eumed.net/rev/cccss/06/emrc.htm" �www.eumed.net/rev/cccss/06/emrc.htm�, consultado 17/01/2013.








� Lo grave es cuando también de manera sociocultural asignamos roles a las personas en razón de su género, y tachamos de “sentimental” a las mujeres y de “duros” a los hombres. Esto lleva a que las mujeres adopten un rol más sumiso y los hombres, desde niños, asuman un papel más inflexible, menos tierno y más violento, que incluso podría no corresponderse con su verdadera personalidad pero con la que estarían socialmente obligados a identificarse. Estamos, pues, alterando la personalidad de estas personas y su rol social. Rodríguez Cobos, E.M, Op.cit.p.2.
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